TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA  DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente:  Claudia María Arcila Ríos

Pereira, cinco de noviembre de dos mil nueve.

Acta No. 584 del 5 de noviembre de 2009. 

 
Expediente 66682-31-03-001-2008-00303-01

Se decide la consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, el 22 de mayo último, en el proceso de jurisdicción voluntaria promovido por la señora María Lucero Toro Ospina, tendiente a obtener la interdicción judicial por causa de demencia de su hermano Leonel Toro Ospina. 

ANTECEDENTES

Se relata en los hechos de la demanda que Leonel Toro Ospina es soltero, no tiene descendientes, sus padres fallecieron, ha sido la demandante quien se ocupa de su cuidado, no posee bienes y desde su nacimiento padece sordomudez y retardo mental que originan la incapacidad absoluta en la administración y disposición de sus bienes.

Con fundamento en ese relato fáctico, se pide declararlo en interdicción; designar un guardador que asuma su representación y la administración de bienes y ordenar la inscripción de la sentencia en el registro civil correspondiente.

Por auto del 27 de octubre del año anterior se admitió la demanda y de la misma se ordenó correr traslado al representante del Ministerio Público y citar a los parientes más cercanos del presunto interdicto. Posteriormente se decretaron las pruebas solicitadas.

Instruido el proceso, se puso término a la instancia con sentencia del pasado 22 de mayo, en la que se declaró la interdicción pedida y se designó a la señora María Lucero Toro Ospina como curadora del enfermo. El fallo se ordenó consultar y es ese el grado de jurisdicción que ahora se resuelve.

CONSIDERACIONES

Los presupuestos procesales para dictar sentencia de mérito se encuentran reunidos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda invalidar lo actuado. 

Con la acción instaurada pretende la demandante se declare la interdicción judicial por sordomudez y demencia del señor Leonel Toro Ospina, para lo cual está legitimada al tenor de los artículos 532 y 548 del Código Civil, toda vez que acreditó ser la hermana del enfermo con los documentos de origen notarial que obran a folios 6, 9 y 10 del cuaderno principal.

El artículo 432 del Código Civil dice que están sujetos a curaduría general los que por demencia han sido puestos en entredicho de administrar sus bienes y los sordomudos que no puedan darse a entender.

La prueba fundamental en esta clase de procesos es el dictamen pericial que ordena el artículo 659 del Código de Procedimiento Civil, el cual debe referirse al estado del paciente y sus manifestaciones características, la etiología, diagnóstico de su enfermedad, con indicación de las consecuencias en la capacidad de administrar sus bienes y disponer de ellos y el tratamiento conveniente para procurar su mejoría.

Esa prueba se practicó en el curso del proceso y el peritaje se rindió por médico psiquiatra del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses de la ciudad, quien consignó en su trabajo, luego de examinado al paciente, que su pensamiento, orientación y memoria no son evaluables; presenta mutismo por invalidez, impresiona clínicamente como una persona con un coeficiente intelectual muy bajo; juicio y raciocinio alterados, lo mismo que la introspección y la prospección.

En las conclusiones consignó que “...Al examen mental actual hay alteraciones en el pensamiento, el lenguaje, la memoria, la abstracción, la inteligencia, el juicio, la atención, la orientación, el raciocinio, la introspección y la prospección; esto se engloba en un diagnóstico conocido como retardo mental asociado a sordomudez”.  En relación con la etiología afirmó que era biológica, debido a que la alteración se produce a nivel del sistema nervioso central; el pronóstico es malo puesto que no hay cura específica para esa alteración; que no tiene capacidad mental para administrar sus bienes y disponer de ellos en forma adecuada y requiere asistencia permanente para satisfacer sus necesidades básicas 
.

La claridad, precisión y firmeza del dictamen pericial practicado en este asunto y la calidad del perito que lo rindió, permite concederle valor demostrativo.

Los demás medios de convicción arrimados a los autos confirman lo que enseña la prueba pericial, considerada el medio eficaz para acreditar la demencia de la persona sobre la que versa el proceso de interdicción. 

En efecto, las señoras Luz Marina y Luz Dary Toro Ospina, hermanas del enfermo, dieron  cuenta de su situación habitual y de sus limitaciones mentales, y los distintos certificados médicos aportados con la demanda, aunque no se expidieron bajo juramento, lo que hubiese justificado su inadmisión,  demuestran que el citado señor es sordomudo y presenta retardo mental.

La historia clínica que se incorporó a la actuación no puede ser apreciada porque no se ordenó tenerla como prueba.

El análisis en conjunto de las pruebas a las que esta Sala concede valor demostrativo, evidencian con toda seguridad que efectivamente Leonel Toro Ospina presenta una enfermedad mental, además de sordomudez, todo lo cual le  impide administrar bienes y disponer de ellos.

Razón le asistió entonces a la señora juez de primera instancia para declararlo en estado de interdicción por demencia asociada a sordomudez y designarle una curadora que se encargue de su cuidado personal y de la administración de sus bienes, nombramiento que como lo decidió la citada funcionaria, debe recaer sobre la demandante, su hermana, pues está llamada a ejercer el cargo en primer lugar de acuerdo con el artículo 550 del Código Civil, teniendo en cuenta que los progenitores del enfermo fallecieron, como lo acreditan las copias auténticas de los registros de defunción que obran a folios 11 y 12 del cuaderno principal y porque como se deduce de los testimonios oídos es ella la persona más idónea para ejercerlo, porque es la encargada de su cuidado personal.

Como las demás decisiones adoptadas en la sentencia se consideran acertadas, se confirmará el fallo producido.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE

CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, el 22 de mayo de 2009, dentro del proceso de jurisdicción voluntaria sobre  interdicción judicial por demencia del señor Leonel Toro Ospina, promovido por la señora María Lucero Toro Ospina.

Sin costas.

CÓPIESE. NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

GONZALO FLÓREZ MORENO

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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